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ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
 
Esta propuesta busca complementar y garantizar a las personas con discapacidad 
un goce real y efectivo al derecho a una movilidad personal con la mayor 
independencia posible, así como el derecho a decidir sobre su patrimonio, de 
manera que se modifique la restricción desatinada e injustificada que actualmente 
contiene el artículo 3 de la Ley N.° 8444, Reforma Ley Reguladora de 
Exoneraciones Vigentes, derogatorias y excepciones, que regula puntualmente la 
exoneración del pago de tributos a aquellos vehículos automotores importados o 
adquiridos en territorio nacional que sean destinados al uso de las personas con 
discapacidad. 
 
Este numeral impone una limitación al número de personas que puede autorizar el 
beneficiario de dicha normativa, para que conduzcan el vehículo adquirido al 
amparo de esta legislación, consignando una autorización únicamente para dos 
personas para la conducción en situaciones especiales o en caso de que la 
discapacidad impida a la propia persona beneficiaria hacerlo y bajo el 
condicionante que dicho sea, se incluyó vía reglamentaria, de que la persona con 
discapacidad siempre debe viajar en el vehículo. 
 
El citado ordinal 3 reza literalmente: 
 

“El vehículo adquirido al amparo de la presente ley, solo podrá ser 
conducido por el beneficiario y, en situaciones especiales o en caso de 
que su discapacidad se lo impida, por otras dos personas debidamente 
autorizadas por el beneficiario, al formalizar la solicitud ante la Dirección 
General de Hacienda del Ministerio de Hacienda”.  Por su parte el 
reglamento a esta ley agrega que “será requisito indispensable que el 
beneficiario viaje siempre en el vehículo, y en situaciones especiales, será 
facultad de las autoridades correspondientes comprobar si el vehículo está 
siendo utilizado para fines distintos a los establecidos en la ley”. 

 
Evidentemente el tratamiento legal que rige actualmente la situación, va en 
detrimento de un efectivo derecho a la movilidad, bajo perspectivas equívocas 
sobre el tema de la discapacidad, transgresión que incide directamente en el goce 
de otros derechos como lo son el efectivo acceso a la salud, a la educación, a la 
recreación o al trabajo, y por supuesto al elemental derecho a decidir sobre sus 
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bienes, en el tanto no se puede entender que toda discapacidad a nivel físico 
afecta la capacidad cognoscitiva o de decisión de las personas, constituyéndose 
en una especie de discriminación. 
 
La Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de 
discriminación contra las personas con discapacidad, Ley N.° 7948, de 22 de 
noviembre de 1999, desarrolla el concepto de discriminación contra las personas 
bajo el siguiente desarrollo normativo dispuesto en el artículo 1, apartado 2.a): 
 

"El término discriminación contra las personas con discapacidad, significa 
toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, 
antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad presente o 
pasada, que tenga el efecto o el propósito de impedir o anular el 
reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con 
discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales". 
 

Es importante indicar que posterior a la promulgación de esta Ley N.° 8444, Costa 
Rica ha venido aprobando leyes o ratificando normativa internacional, que se 
contrapone a este tipo de restricciones y más bien procura la consolidación de una 
legislación alineada con el respeto y la dignidad de la persona con discapacidad. 
 
En este sentido, se ratifica la Convención sobre los Derechos de Personas con 
Discapacidad, Ley N.° 8661, de 19 de agosto de 2008, que en el artículo 20 
convencional, regula sobre el tema de la movilidad personal de las personas con 
discapacidad lo siguiente: 
 

Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas para asegurar que las 
personas con discapacidad gocen de movilidad personal con la mayor 
independencia posible, entre ellas: 

 
a) Facilitar la movilidad personal de las personas con discapacidad en 
la forma y en el momento que deseen a un costo asequible; 
 
b) Facilitar el acceso de las personas con discapacidad a formas de 
asistencia humana o animal e intermediarios, tecnologías de apoyo, 
dispositivos técnicos y ayudas para la movilidad de calidad, incluso 
poniéndolos a su disposición a un costo asequible; 
 
c) Ofrecer a las personas con discapacidad y al personal especializado 
que trabaje con estas personas capacitación en habilidades relacionadas 
con la movilidad; 
 
d) Alentar a las entidades que fabrican ayudas para la movilidad, 
dispositivos y tecnologías de apoyo a que tengan en cuenta todos los 
aspectos de la movilidad de las personas con discapacidad. 
(Subrayado no es del original) 
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Al momento de dictar la ley que se propone reformar no se contaba con una 
herramienta filosófica, conceptual y legal tan aguda, como lo es la Convención 
sobre Derechos de Personas con Discapacidad, supra citada. 
 
Tampoco estaba aprobada la Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de 
las Personas con Discapacidad, N.° 9379, de 18 de agosto de 2016, en la que 
define que por derecho a la autonomía se debe entender:  derecho de todas las 
personas con discapacidad a construir su propio proyecto de vida, de manera 
independiente, controlando, afrontando, tomando y ejecutando sus propias 
decisiones en los ámbitos público y privado. 
 
Lo cual implica el respeto a los derechos humanos así como los patrimoniales de 
todas las personas con discapacidad, por lo que se garantiza su derecho a ser 
propietarios, heredar bienes, controlar sus propios asuntos económicos, tener 
acceso a préstamos bancarios, hipotecarios y cualquier otra modalidad de crédito 
financiero, además de la garantía de que no serán privados de sus bienes de 
manera arbitraria. 
 
Por tanto, a juicio de los beneficiarios de esta Ley N.° 8444 y su reglamento, se 
violentan los principios y disposiciones señalados en las leyes N.° 7948, N.° 8661 
y N.° 9379, en tanto impone restricciones al derecho a la movilidad y a tomar 
decisiones por parte de las personas con discapacidad respecto de su patrimonio. 
 
Es importante hacer notar que la Ley de Marras N.° 8444 y su reglamento no 
distingue entre los beneficiarios de esta ley, es decir si estos tienen comprometida 
su capacidad de actuar o no, en lo relacionado a la capacidad de decidir sobre su 
patrimonio y para el caso en particular, quiénes pueden utilizar su vehículo y bajo 
qué condiciones, sin limitaciones o restricciones injustificadas e improcedentes, tal 
y como actualmente está regulado. 
 
En otras palabras, esta normativa responde a un modelo médico o rehabilitador, y 
también asistencial, en cuanto a la forma tradicional de ver la discapacidad.  En 
estos modelos las personas con discapacidad son vistas como objetos de la 
investigación, de la política pública, de la ley, en tanto son los expertos en 
rehabilitación, en legislación, entre otros, quienes deciden qué es lo que le 
conviene a una persona con discapacidad, contrario al modelo social de la 
discapacidad con enfoque en los derechos humanos, donde son las personas con 
discapacidad quienes deciden sobre su vida, y en aquellos casos que esté 
comprometida su capacidad de decidir, el Estado le asegura los garantes para la 
toma de decisiones. 
 
Sobran los ejemplos de personas con discapacidad que ven vulnerado el derecho 
a la movilidad con la restricción dispuesta en la ley que se propone                      
reformar:  Personas que deben ser recogidas luego de una cita médica, de un 
paseo, de traslados a centros de trabajo o cualquier otra situación, ya que el 
reglamento a la normativa de marras, Decreto Ejecutivo N.° 33343, de 19 de mayo 
de 2006, fue incluso más allá de la letra legal y dispuso en su artículo 9º, sobre 
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Acreditación de terceros autorizados para conducir el vehículo que será requisito 
indispensable que el beneficiario viaje siempre en su vehículo. 
 
No se puede disimular que se está inmerso en una cultura de abuso y 
aprovechamiento, que ha impulsado acciones como la anteriormente citada, en 
aras de una mal planteada protección, que al final ha ido a contra pelo de los 
derechos de las personas con discapacidad, no obstante es de rescatar que 
también se ha aprobado la legislación para garantizar y hacer efectivo el derecho 
a la autonomía personal, que involucra el acceso de la figura de un garante, en pro 
de la igualdad jurídica de las personas con discapacidad, a la asistencia personal 
humana y a los productos de apoyo que requieran para el ejercicio de este 
derecho, además del respeto y la promoción a la autodeterminación, 
autoexpresión, así como de las capacidades y habilidades de todas las personas 
con discapacidad. 
 
Todo lo anterior, de acuerdo con las preferencias, intereses y condiciones 
individuales y particulares.  En este sentido, es importante subrayar que la 
propuesta también incluye un nuevo párrafo final al artículo 3 de la Ley N.° 8444, 
que dispone expresamente la facultad de las autoridades correspondientes para 
comprobar si el vehículo está siendo utilizado para fines distintos a los 
establecidos en la ley, pero respetando primariamente los derechos de las 
personas con discapacidad. 
 
La citada Ley de Autonomía Personal, considera la salvaguardia                               
como:  mecanismos o garantías adecuadas y efectivas establecidas por el Estado 
costarricense, en el ordenamiento jurídico, para el reconocimiento pleno de la 
igualdad jurídica y del derecho a la ciudadanía de todas las personas con 
discapacidad. 
 
La salvaguardia mitiga que las personas con discapacidad sufran abusos, de 
conformidad con los derechos humanos, y/o de influencias indebidas, en 
detrimento de su calidad de vida. 
 
El diseño e implementación de las salvaguardias debe fundamentarse en el 
respeto a los derechos, voluntad, preferencias e intereses de la persona con 
discapacidad, además de ser proporcionales y adaptadas a las circunstancias de 
cada persona, aplicarse en el plazo más corto posible y estar sujetas a exámenes 
periódicos, por parte de autoridad competente, independiente, objetiva e imparcial. 
 
Para los fines de esta reforma reviste de mucha importancia hacer referencia al 
concepto de Vida Independiente: 
 

Principio filosófico de vida que propicia que las personas con discapacidad 
asuman el control de su propio proyecto de vida y tomen decisiones.  
Promueve el ejercicio legítimo y necesario de la autonomía y la 
determinación como derechos fundamentales; lo anterior implica asumir 
las responsabilidades que sus decisiones conlleven y el derecho a ser 
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parte activa dentro de la comunidad que la persona elija, sin importar el 
grado de discapacidad que presente y si para lograr esta autonomía 
requiere el uso de productos y servicios de apoyo, de la asistencia 
personal o del garante para la igualdad jurídica de las personas con 
discapacidad. 
 

Los representantes de organizaciones de personas con discapacidad en el país, 
se refieren constantemente a la Ley N.° 8661, en su afán que el Estado 
costarricense preste especial atención a la revisión de los contenidos de las leyes 
vigentes en el país, relacionados con los derechos de las personas con 
discapacidad y que se inicie un proceso de armonización legislativa, con la 
participación y consulta permanente a las organizaciones, con un claro 
compromiso: 
 

Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole 
que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la 
Convención; tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas 
legislativas, para modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y 
prácticas existentes que constituyan discriminación contra las personas 
con discapacidad; abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles 
con la Convención y velar por que las autoridades e instituciones públicas 
actúen conforme a lo dispuesto en ella. 

 
Con fundamento en todas las anteriores consideraciones, la suscrita diputada de 
la República, presenta respetuosamente esta propuesta de reforma legal para 
fortalecer la gama de derechos a las personas con discapacidad, muy 
particularmente su derecho a la movilidad y su derecho a decidir sobre su 
patrimonio. 
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

 
MODIFICACIÓN DEL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 3 DE LA LEY 

N.°  8444,  REFORMA  LEY  REGULADORA  DE  EXONERACIONES 
VIGENTES,   DEROGATORIAS   Y   EXCEPCIONES 

 
 
 
ARTÍCULO ÚNICO- Se modifica el párrafo segundo del artículo 3, de la Ley 
N.° 8444, Reforma Ley Reguladora de Exoneraciones Vigentes, Derogatorias y 
Excepciones, de 17 de mayo de 2005, cuyo texto dirá: 
 
Artículo 3- 
 
[...] 
 
El vehículo adquirido al amparo de la presente ley, solo podrá ser conducido por la 
persona beneficiaria y en situaciones especiales o en caso de que su 
discapacidad se lo impida, por otras personas autorizadas por el beneficiario.  
Será facultad de las autoridades correspondientes comprobar si el vehículo está 
siendo utilizado para fines distintos a los establecidos en la ley. 
 
 
Rige a partir de su publicación. 
 
 
 
 

Aracelly Salas Eduarte  
Diputada 

 
 
 
 
 
 
 
18 de octubre de 2018 
 
 
NOTAS: Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión Permanente 

Ordinaria de Asuntos Hacendarios. 
 
Este proyecto cumplió el trámite de revisión de forma en el 
Departamento de Servicios Parlamentarios. 


